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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 2 de julio de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Pettigiani, de Lázzari, Hitters, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 101.447, "C. , S. E. contra Hospital Interzonal de Agudos doctor Pedro Fiorito y otro. Interrupción de prescripción".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Lomas de Zamora confirmó la sentencia de primera instancia que había hecho lugar a la demanda de daños y perjuicios promovida por S. E. C. contra el Hospital Interzonal de Agudos doctor Pedro Fiorito, A. C. y la Provincia de Buenos Aires. Asimismo, elevó los montos de los rubros indemnizatorios y modificó la tasa de interés aplicable, disponiendo la pasiva desde la fecha del hecho hasta el 6 de enero de 2002, y la activa ‑giros no cubiertos sin autorización en cuentas corrientes‑ desde ese día hasta su efectivo pago (fs. 412/426).


Se interpuso, por el Fisco, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 430/438).


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inapli-cabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


1. La Cámara de Apelación confirmó la sentencia de origen que había hecho lugar a la demanda de daños y perjuicios deducida por S. E. C. contra el Hospital Interzonal de Agudos doctor Pedro Fiorito, A. C. y la Provincia de Buenos Aires. Asimismo, elevó los montos de los rubros indemnizatorios y modificó la tasa de interés aplicable, disponiendo la pasiva desde la fecha del hecho hasta el 6 de enero de 2002, y la activa ‑giros no cubiertos sin autorización en cuentas corrientes‑ desde ese día hasta su efectivo pago (fs. 412/426).


2. Contra este pronunciamiento, el Fisco provincial interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, por el que denuncia la violación de los arts. 375, 384 y 474 del Código Procesal Civil y Comercial; 512, 901, 903, 905, 1074, 1112 y 1113 del Código Civil. También alega la vulneración de la doctrina de este Tribunal sobre el concepto de causalidad adecuada, sobre la prueba en general y médica en particular (fs. 431 vta.).


En síntesis, se agravia por cuanto la alzada tuvo por probada la relación de causalidad entre el accionar médico y la secuela física padecida por la actora (fístula vaginal) en ocasión del parto forcipal ocurrido el día 17 de febrero de 1998. Se disconforma también con el mérito de la prueba pericial por haber concluido en la "inidoneidad de la asistencia médica prestada (‘culpa del médico’)" (fs. 432).


En otro orden, juzga arbitraria la decisión de elevar los montos indemnizatorios, dado que los importes no se corresponden con los fijados habitualmente por los tribunales en casos similares (fs. 432).


Asevera que la Cámara ha transgredido la doctrina legal al mandar abonar una tasa de interés calculada a la tasa activa (fs. 432 vta.).


Por último, aduce que el tribunal no consideró el agravio referido a la consolidación de deudas: ley 12.836 y su modificatoria ‑ley 13.436‑ (fs. 438 vta.).


3. El recurso debe prosperar, aunque de modo parcial.


Liminarmente es dable señalar, para una adecuada revisión del fallo impugnado, que el régimen jurídico aplicable al caso ‑a diferencia de lo resuelto por los jueces de las instancias ordinarias‑ se enmarca en la responsabilidad del Estado por la obligación de prestar el servicio de sanidad en condiciones adecuadas para el fin social establecido, siendo responsable ante su ejecución irregular.


En efecto, de acuerdo con los argumentos que expusiera mi distinguido colega, doctor Hitters, al pronunciarse sobre la cuestión en la causa Ac. 79.514 (sent. del 13‑VIII‑2003), la obligación de reparar el daño causado nace ‑en estos casos‑ del defectuoso cumplimiento de uno de los deberes del Estado, cual es brindar asistencia médica a la población. En consecuencia, el vínculo que se establece entre éste ‑a través del nosocomio estatal‑ y el administrado, es de derecho constitucio-nal‑administrativo, mientras que la relación que se entabla entre el médico‑funcionario público y el paciente‑admi-nistrado es de derecho administrativo y/o constitucional (conf. Ac. 84.389, sent. del 27‑IV‑2005; arts. 75 incs. 19 y 23, Constitución nacional y 36.8 de la Constitución provincial).


Es que los establecimientos públicos de salud se encuentran obligados constitucionalmente a organizar el servicio de salud y frente a un deficiente funcionamiento del mismo, el Estado responde directa y objetivamente, pues hace a su propia función y no a la actuación del profesional o dependiente. De tal modo, si el servicio no funcionó, funcionó mal o tardíamente, queda atrapada la responsabilidad del Estado, pues parte de una situación objetiva de falta ‑o deficiente‑ servicio que el Estado por mandato constitucional debe garantizar, pues justifica su propia existencia (conf. Ac. 79.514, sent. del 13‑VIII‑ 2003; Ac. 86.304, sent. del 27‑X‑2004, "La Ley Buenos Aires", 2005, p. 43).


Sentado ello, pasaré a analizar los agravios planteados.


4. En orden a la determinación de la existencia del nexo de causalidad entre el obrar y el daño ‑en el caso entre la mala praxis médica atribuida al profesional codemandado y el perjuicio producido a la paciente consistente en una colostomía‑ sabido es que constituye una típica cuestión de hecho irrevisable en la instancia extraordinaria, salvo que a su respecto se invoque y demuestre que el tribunal de grado ha incurrido en absurdo (conf. Ac. 89.348, sent. del 13‑XII‑2006; Ac. 85.518, sent. del 18‑IV‑2007; C. 104.598, sent. del 23‑III‑2010), vicio que no ha sido acreditado por el recurrente (doct. art. 279, C.P.C.C.).


En el sub examine el impugnante alega que la Cámara ha incurrido en absurdo al ponderar la prueba pericial, de la cual se desprendería que la decisión de realizar el parto vaginal fue acertada, ya que no era posible hacer una cesárea, y que la utilización del "fórceps" era la técnica adecuada e idónea en virtud de las circunstancias del alumbramiento (fs. 433 vta.).


En este sentido, sostiene que la posibilidad de la aparición de la fístula en cualquier momento durante el puerperio, tal como señala el experto, deja sin sustento la sospecha de la mala praxis (fs. 434).


A mi entender, tales observaciones no logran evidenciar un grosero error en la ponderación de los elementos probatorios (fs. 293/297, 306/307, 329/330 y 336; arts. 279, 384, 457 y 474, C.P.C.C.; 901 a 906, Cód. Civil).


En efecto, los argumentos expuestos por el Fisco a fin de respaldar su recurso se muestran insuficientes para rebatir la conclusión adoptada por el a quo. Ello así, por cuanto la accionada se limita a disentir con el razonamiento que guió al tribunal de grado para fundar su decisión, omitiendo refutar frontalmente los diversos elementos ponderados por el tribunal a tal efecto (art. 279, C.P.C.C.).


En primer lugar, debe repararse que el perito obstetra designado en autos dijo que la actora padece de una colostomía. Asimismo expuso que las prácticas de parto forcipal van acompañadas con una cifra considerable de lesiones (pto. 4), debiendo poseer el médico un acabado conocimiento de la técnica y realizar los controles post parto adecuados como son: la verificación minuciosa de la integridad de las partes blandas luego de la expulsión de la placenta y, en el supuesto de hallarse desgarros, como en el caso, su sutura inmediata. Posteriormente deben realizarse los controles y estudios de acuerdo con la complejidad y evolución del puerperio (pto. 6; fs. 294).


De la contestación al punto 7, como de su aclaración correspondiente, se infiere que el profesional actuante sólo realizó un tacto del recto, mas no los estudios y controles respectivos, puesto que de la historia clínica no surgen otros elementos (fs. 294 y 307; art. 384, C.P.C.C.).


En segundo lugar, esta Corte tiene dicho que discrepar con las decisiones de la sentencia no es base idónea de agravios ni configura absurdo que dé lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, puesto que dicha anomalía queda configurada cuando media cabal demostración de su existencia, pues sólo el error palmario y fundamental autoriza la apertura de la casación para el examen de cuestiones de hecho y prueba (conf. Ac. 92.270, sent. del 9‑XI‑2005; Ac. 88.941, sent. del 15‑III‑2006; Ac. 95.221, sent. del 11‑IV‑2007; C. 106.566, sent. del 23‑III‑ 2010).


Es que cuando se pretenden impugnar las conclu-siones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis, no basta con presentar la propia versión del recurrente sobre el mérito de las mismas. Es menester realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados en aquél y demostrar que padecen de un error grave y manifiesto que ha derivado en conclusiones contradictorias, incoherentes o inconciliables con las constancias objetivas que resultan de la causa (conf. Ac. 87.859, sent. del 20‑IV‑2005; Ac. 94.224, sent. del 5‑IV‑2006; Ac. 92.332, sent. del 7‑II‑2007; C. 100.879, sent. del 11‑II‑2009).


Por consiguiente, los agravios dirigidos a cuestionar la existencia de la relación de causalidad y la culpa médica (fs. 432 vta./436 vta.), no pueden prosperar.


5. Con relación al tema referido a la determinación del quantum indemnizatorio no merece mejor suerte.


Al respecto, vale recordar que esta Suprema Corte ha resuelto que la fijación de los montos de indemnización constituye una típica cuestión de hecho y prueba que incumbe a los jueces de grado y sólo puede ser revisada en sede extraordinaria en el supuesto de absurdo (conf. Ac. 87.787, sent. del 15‑III‑2006; Ac. 96.620, sent. del 29‑VIII‑2007; C. 96.697, sent. del 12‑XI‑2008), el cual no resulta demostrado ‑como pretende el recurrente‑ con una simple comparación entre los montos fijados por el a quo y los determinados por otros tribunales.


6. En lo que respecta al agravio vinculado con la tasa de interés, este Tribunal ha fijado posición en casos sustancialmente análogos al aquí ventilado (art. 31 bis, ley 5827).


Así, en las causas C. 101.774, "Ponce" y L. 94.446, "Ginossi" (ambas sentencias del 21‑X‑2009) se decidió ‑por mayoría‑ ratificar la doctrina que sostiene que a partir del 1º de abril de 1991, los intereses moratorios deben ser liquidados exclusivamente sobre el capital (art. 623, Código Civil) con arreglo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprendidos y, por aquellos días que no alcancen a cubrir el lapso señalado, el cálculo será diario con igual tasa (conf. arts. 7 y 10, ley 23.928 modificada por ley 25.561; 622, Código Civil; causas Ac. 43.448, "Cuadern", sent. del 21‑V‑1991; Ac. 49.439, "Cardozo", sent. del 31‑VIII‑1993; Ac. 68.681, "Mena de Benítez", sent. del 5‑IV‑2000; L. 80.710, sent. del 7‑IX‑2005, entre otras).


Ello autoriza a declarar procedente el agravio planteado y revocar la sentencia en lo concerniente a la tasa de interés aplicable a partir del 6 de enero del año 2002, correspondiendo liquidar dichos accesorios según la alícuota que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación.


7. Finalmente, en lo que hace al error incurrido por la Cámara al haber omitido tratar el agravio relativo a la consolidación de la deuda (fs. 383 y 438 vta.), el recurso de inaplicabilidad de ley no constituye la vía idónea a los fines de canalizar el planteo realizado por el recurrente (conf. Ac. 89.841, sent. del 13‑XII‑2006).


8. Si lo expuesto es compartido, deberá hacerse lugar al recurso en forma parcial, en el sentido indicado. En atención al resultado obtenido, las costas se distribuyen en un noventa por ciento a la demandada y en un diez por ciento a la actora (arts. 68, segundo párrafo y 289, C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Por los mismos fundamentos adhiero al voto del doctor Genoud.


Los agravios del recurrente dirigidos a impugnar la tasa de interés establecida por el a quo por evidenciar una contradicción entre lo resuelto por el fallo de grado y la doctrina legal sustentada por esta Suprema Corte de Justicia en la causa L. 75.624 ("Taverna, Héctor Enrique c/ Sanatorio Modelo Quilmes S.A. s/ despido", sent. del 9‑X‑2003, entre otras), ha de merecer favorable acogida como propicia el ponente. 


En efecto, dispuso el tribunal de grado, confirmar esta parcela del decisorio del de primera instancia (fs. 357 vta.) que disponía como tasa de interés aplicable la que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días vigente en los distintos períodos de aplicación hasta el 5-I-2002, desde el día siguiente hasta el de efectivo pago la tasa de interés que cobra la mencionada entidad crediticia en sus operaciones de descuento (v. fs. 424 /425).


Para así decidir si bien cita la doctrina legal que dimana de las causas Ac. 59.636, "Caja de Previsión Social para Profesionales de las Ciencias Farmacéuticas", sent. del 18‑XI‑1997, B. 49.193 bis, "Fabiano", sent. del 2‑X‑2002 y Ac. 43.858, "Zgonc", sent. del 21‑V‑1991, se aparta de ella a partir de la fecha arriba señalada en base a sus propios precedentes, por considerar que la tasa de interés moratorio resulte más equitativa y razonable a las nuevas circunstancias apuntadas por la parte actora y a los efectos de no envilecer el crédito. 


En efecto, se configura en autos la infracción denunciada por el recurrente, en cuanto el fallo en crisis viola la doctrina legal de esta Corte (art. 279 del C.P.C.C.), desde que la tasa de interés reconocida para el período que va desde el 6 de enero de 2002 hasta la fecha de efectivo pago no se compadece con la doctrina legal vigente y que se denuncia infringida por el recurrente, posterior a la reforma de la ley 25.561 (B.O., 7‑I‑2002) al art. 7 de la ley 23.928 y anteriores a la sentencia en crisis dictada con fecha 27-III-2007 que dimana entre otras de la causa L. 75.624 ("Taverna", sent. del 9‑X‑2003), fundamento de la infracción denunciada. 


Sobre la hermenéutica que cabe efectuar del art. 622 del Código Civil y las facultades del juez en la determinación de la tasa de interés moratorio aplicable en las causas esta Corte decidió ‑por mayoría‑ ratificar dicha doctrina legal, como se señala en el voto que abre el Acuerdo en las causas C. 101.774, "Ponce" y L. 94.446, "Ginossi" (ambas sentencias del 21‑X‑2009), la que fuera reiterada como doctrina legal vigente en la causa C. 94.077 ("García, Claudia Viviana contra Clark, Rodolfo Alejandro y otro sobre daños y perjuicios", sent. del 7‑IV‑2010).


En virtud de no poder emitir un pronunciamiento revocatorio de la resolución judicial impugnada sin abordar previamente todas las cuestiones que el vencedor hubiere planteado oportunamente, la que por su condición de vencedora en esa instancia no pudo recurrir el fallo en crisis, en virtud de quedar tal cuestión sometida a la potestad‑deber del decisorio de este Tribunal de alzada conforme el instituto procesal de la apelación implícita también llamada adhesiva, encuentro que la accionante no ha desarrollado en su ampliación de demanda (fs. 26 vta.) ni en la expresión de agravios contra la sentencia de primera instancia (fs. 404/405) ni al contestar la expresión de agravios de las partes demandadas (fs. 407/410 vta.) argumentos superadores de la doctrina legal que se denuncia y demuestra violada por el recurrente.


Con el alcance indicado voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


Respecto de la determinación de la tasa de interés, he sostenido recientemente (a partir de las causas L. 94.446, "Ginossi" y C. 101.774, "Ponce", ambas sents. del 21‑X‑2009), que el art. 622 del Código Civil otorga a los jueces la facultad de determinar, si no los hubieran convenido las partes ni se hubiese fijado uno legal, los intereses ‑o la tasa según la cual se han de calcular‑ que habrá de producir cierto capital. 


Agregué que esa discrecionalidad que se autoriza debe ser ejercida prudentemente, atendiéndose ‑antes que a criterios bancarios o mercantiles‑ al armónico juego de diversos principios: la compensación que debe recibir el acreedor, el peligro de provocar un enriquecimiento sin causa, las reglas de moral y buenas costumbres, y el plexo de valores implícitos en los arts. 953 y 954 del Código Civil, etc. A la vez, con la fijación de los intereses no se intentará corregir la depreciación monetaria o subsanar los efectos de la crisis económica (causa B. 49.193 bis, "Fabiano"; sent. del 2‑X‑2002), ni tampoco se establecerán tasas tan excesivas o tan escasas que la función de los intereses quede desnaturalizada, porque ello resultaría un absurdo en los términos en que lo ha definido desde siempre esta Corte y, eventualmente, una arbitrariedad en la concepción de la Corte Suprema de la Nación. 


En esos precedentes también admití que mi posición implicaba un apartamiento de la doctrina fijada por esta Suprema Corte (a partir de la causa Ac. 43.448, "Cuadern", sent. del 21‑V‑1991) según la cual los intereses compensatorios deben ser calculados a la tasa pasiva usada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires, fundando tal apartamiento en que, de seguir sosteniéndose aquel criterio, se incurriría en notoria contradicción: no puede declararse que los jueces tienen la facultad de fijar las tasas con que se calcularán los intereses y, al mismo tiempo, disponer que deben acatamiento al tipo que usa este Tribunal. Ante ello, como también lo hiciera el doctor Hitters en las causas ya señaladas, consideré necesario modificar la doctrina legal vigente, recalcando que la determinación de la tasa de interés es propia de los jueces de grado, quienes deberán ejercer prudentemente y dentro de los límites señalados, la discrecionalidad que les ha sido autorizada. 


La postura que sustenté ha resultado minoritaria, ratificándose por la mayoría de esta Suprema Corte la doctrina según la cual los intereses moratorios deben ser calculados a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprendidos y por aquellos días que no alcance a cubrir el lapso señalado, el calculado será diario con igual tasa. 


Ante ello, puesto que uno de los objetivos del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley es no solo mantener sino ‑y especialmente‑ procurar la unidad en la jurisprudencia, ante la reiteración de los pronunciamientos habidos sobre el tema (causas "Ginossi" y "Ponce" citadas, y los posteriores pronunciamientos en tal sentido) y a tenor de lo prescripto por el art. 31 bis de la ley 5827 (y dejando siempre a salvo mi opinión al respecto), corresponde declarar que la sentencia atacada viola la doctrina legal ratificada a partir de las causas señaladas al principio. 


En mérito a lo expuesto, corresponde declarar procedente el agravio planteado y revocar la sentencia en lo concerniente a la tasa de interés aplicable a partir del 6 de enero del año 2002, correspondiendo liquidar dichos accesorios según la alícuota que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación.


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero al voto del doctor Genoud.


En lo concerniente a la queja relacionada con la tasa de interés, si bien en los citados precedentes C. 101.774, "Ponce" y L. 94.446, "Ginossi" no adherí a la posición mayoritaria de esta Corte (y en tal sentido dejo a salvo mi opinión respecto del mérito de dicha doctrina legal), lo cierto es que, como fuera anticipado, la temática ha sido resuelta por esta Corte en los aludidos casos análogos, lo que resulta suficiente para dar respuesta al sub judice (art. 31 bis, ley 5827).


Voto, pues, por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


Adhiero al voto del doctor Genoud.


Respecto del agravio vinculado con la tasa de interés, la temática ha sido resuelta por esta Corte en los aludidos casos análogos, lo que resulta suficiente para dar respuesta al sub lite (art. 31 bis, ley 5827).


Voto, pues, por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso extraordinario interpuesto y revocar la sentencia en lo concerniente a la tasa de interés aplicable a partir del 6 de enero del año 2002, correspondiendo liquidar dichos accesorios según la alícuota que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación. Las costas se distribuyen en un noventa por ciento a la demandada y en un diez por ciento a la actora (arts. 68, segundo párrafo, y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


HECTOR NEGRI
EDUARDO NESTOR DE LAZZARI


JUAN CARLOS HITTERS
LUIS ESTEBAN GENOUD



CARLOS E. CAMPS



Secretario
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